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PROPUESTA DE REFORMA 
DE LA REGULACIÓN DE LA

PENSIÓN DE ORFANDAD
PARA MEJORAR LA PROTECCIÓN SOCIAL 

DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

1. JUSTIFICACIÓN

La protección jurídica, social y económica de las familias de las personas con discapacidad tiene amparo en nuestra Constitución y en otros instrumentos jurídicos, tales como la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Carta Social Europea. 

El artículo 39 de la Constitución española ordena a los poderes públicos asegurar una protección adecuada a la familia en los ámbitos social, económico y jurídico y, por otra parte, el artículo 49 les obliga a realizar una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de las personas con discapacidad, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos ciudadanos. 

El artículo 16 de la Carta Social, dedicado al “Derecho de la familia a una protección social, jurídica y económica”, establece que “con miras a lograr las condiciones de vida indispensables para un pleno desarrollo de la familia, célula fundamental de la sociedad, las partes contratantes se comprometen a fomentar la protección económica, jurídica y social de la familia, especialmente mediante prestaciones sociales y familiares, disposiciones fiscales, apoyo a la construcción de viviendas adaptadas a las necesidades de las familias, ayudas a los recién casados o por medio de cualesquiera otras medidas adecuadas.”

La Convención de Naciones Unidas de Derechos de las Personas con Discapacidad comienza, en el apartado X de su preámbulo, declarando “que la familia es la unidad colectiva natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta y del Estado, y de que las personas con discapacidad y sus familiares deben recibir la protección y la asistencia necesarias para que las familias puedan contribuir a que las personas con discapacidad gocen de sus derechos plenamente y en igualdad de condiciones.”

A continuación, su artículo 23, dispone que:

- “Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner fin a la discriminación contra las personas con discapacidad en todas las cuestiones relacionadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las relaciones personales, y lograr que las personas con discapacidad estén en igualdad de condiciones con las demás…” (23.1)

- “…Los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a las personas con discapacidad para el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de los hijos.” (23.2, Último renglón)

- “Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmediata no pueda cuidar de un niño con discapacidad, por proporcionar atención alternativa dentro de la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro de la comunidad en un entorno familiar.” (23.5)

Según el “estudio sobre el agravio comparativo económico que origina la discapacidad”
, las personas con discapacidad y sus familias deben hacer frente a un gasto extraordinario como consecuencia de su discapacidad. Así, el gasto monetario directo medio anual por hogar ocasionado por la discapacidad en los hogares que declaran gasto por ese motivo asciende, de acuerdo con la información proporcionada por la EDAD 2008, a 2.874 euros. Esta cantidad supone el 9 por ciento del gasto anual medio por hogar, cifrado para 2008 por la Encuesta de Presupuestos Familiares en 31.953 euros. 

Esa cifra es una media y la distribución de ese gasto tiene una gran dispersión, que llega, en algunos casos, por ejemplo por la necesidad de comprar una vivienda adaptada, a superar los 100.000 euros, aunque en el 90 % de los hogares se sitúa por debajo de los 7.000 euros anuales. 

El gasto por motivo de discapacidad que realizan los hogares tiende a ser ligeramente más alto en los hogares en los que residen mujeres con discapacidad que en aquellos en los que viven varones con discapacidad.

Por otra parte, tiende a ser más elevado cuando las personas con discapacidad que residen en el hogar tienen menos de 30 o más de 70 años que cuando tienen edades intermedias, y también tiende a ser mayor cuando las personas tienen el certificado de discapacidad que cuando carecen de él. 

Entre los conceptos principales de gasto motivado por discapacidad citados por los hogares, destacan los relacionados con la autonomía personal y con el cuidado de la salud. Los productos de apoyo (antes ayudas técnicas), las adaptaciones y los gastos para sufragar la asistencia personal, en conjunto, han sido citadas como las partidas de gasto principales en un tercio de las respuestas recogidas, y los tratamientos médicos, terapéuticos, habilitadores y rehabilitadores, por una parte, y los fármacos, por otra, suman otra tercera parte de las respuestas. 

También es significativo el gasto asociado al transporte y desplazamiento, a la adquisición de ropa y útiles personales de uso común, al equipamiento y suministros del hogar y a la adquisición y adecuación de la vivienda. 

Los gastos relacionados con la educación, formación, aprendizaje y adiestramiento, con la realización de trámites y gestiones o la administración de los bienes o del patrimonio, con la defensa de los derechos y con la previsión económica voluntaria, tienen menor presencia relativa como partidas principales de gasto monetario directo. 

Resulta evidente la relación entre el gasto que realizan los hogares por motivo de discapacidad y la capacidad económica para hacer frente a esos gastos. Cuanto menor es el ingreso del hogar (y, por tanto, el presupuesto disponible), menor es el gasto directo realizado por motivo de la discapacidad. Sin embargo, esa reducción obligada del gasto no impide que conforme se reduce el nivel de ingresos se vaya elevando la proporción que ese gasto supone respecto del gasto total realizado por el hogar. Así, muchas personas con discapacidad se privan de realizar gastos que son necesarios simplemente porque no pueden afrontarlos.

Los hogares en los que viven personas con discapacidad tienen menores ingresos que los hogares en los que no viven personas con discapacidad. A partir de los datos de la EDAD 2008 puede estimarse que el ingreso anual medio de los hogares en los que residen personas con discapacidad es aproximadamente un 25% inferior al de los hogares en los que no residen personas con discapacidad. Como promedio, los hogares en los que viven personas con discapacidad ingresan anualmente 5.842 euros menos que el resto de los hogares (19.713 euros anuales en el primer caso frente a 25.555 euros anuales en el segundo). 

La distribución según el nivel de ingresos mensuales de los hogares con y sin personas con discapacidad muestra claramente este agravio comparativo. La tasa de pobreza de las personas con discapacidad también es superior a la de las personas sin discapacidad, debido a la confluencia de una cobertura de protección social de baja intensidad protectora y unas tasas de inactividad cercanas al 70 %. 

Se puede afirmar que la tasa de discapacidad en los hogares con ingresos mensuales inferiores a 1.000 euros es cuatro veces mayor (8,4 %) que en los que tienen ingresos de más de 2.500 euros (2,4%). Esta correlación entre discapacidades y nivel de renta se mantiene en los mismos términos que una década atrás. 

Partiendo de la EDAD 2008 se puede confirmar que la tasa de pobreza de los hogares en los que hay personas con discapacidad es del 20,5 % mientras que la de hogares con personas sin discapacidad es del 13,8 %. Pero esta diferencia en las tasas de pobreza es más exagerada en la tasa de pobreza severa (por debajo del 40 % de la mediana de renta) la que tiene un mayor impacto en las personas con discapacidad (12,7 %) frente a la que no sufre discapacidad alguna en su hogar (6,8 %), casi el doble.

En términos macroeconómicos, esto significa que los casi 3,3 millones de hogares españoles en los que residen personas con limitaciones de actividad dejan de percibir anualmente unos 20 millardos de euros, el equivalente a un 1,8 % del PIB. 

2. PROPUESTAS

Es conocida la insuficiencia de los niveles protectores de nuestro sistema de seguridad social para determinadas situaciones cubiertas como las prestaciones familiares. Esta situación se agrava en el caso de las personas con discapacidad como antes se expuso.

Este hecho nos obliga a efectuar nuevos planteamientos que a la par que extienden la base social con discapacidad protegida en la dimensión personal y en la familiar, introduzcan elementos de activación que contribuyan a la mejora económica del sistema. Se precisan, pues, nuevas orientaciones, para hacer del sistema de seguridad social un factor de inclusión efectivo de las personas con discapacidad.
En concreto, en relación a la pensión de orfandad se realizan dos propuestas.

Propuesta 1. Modificar la exigencia de que se valore la incapacidad para el trabajo, es decir la reducción de la capacidad de trabajo, bien mediante la evaluación del grado de incapacidad permanente absoluta o gran invalidez, o bien mediante el reconocimiento del grado de discapacidad en porcentaje igual o superior al 65 %. 
Esta propuesta viene justificada por la necesidad de simplificar el procedimiento de acceso al reconocimiento de la pensión. Ahora, los solicitantes pasan por una doble evaluación, la que efectúan los  equipos de valoración de incapacidades y la que casi todos ellos han pasado para obtener el reconocimiento del grado de discapacidad.
El apartado 1 del artículo 224 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, queda redactado de la forma siguiente:
1. Tendrán derecho a la pensión de orfandad, en régimen de igualdad, cada uno de los hijos del causante, cualquiera que sea la naturaleza de su filiación, siempre que, al fallecer el causante, sean menores de veintiún años o estén incapacitados para el trabajo y que el causante se encontrase en alta o situación asimilada a la de alta, o fuera pensionista en los términos del artículo 217.1.c).

A estos efectos, se considera incapacitada para el trabajo la persona que ha sido evaluada como tal o aquella que tenga reconocido por el organismo competente un grado de discapacidad igual o superior al 65 %. 

Será de aplicación, asimismo, a las pensiones de orfandad lo previsto en el segundo párrafo del artículo 219.1.

Propuesta 2. Elevar el importe de la pensión hasta alcanzar el máximo de la pensión de viudedad (70 %)

Esta segunda propuesta viene justificada por la situación económica que padecen las personas con discapacidad, expuesta en la introducción de este documento.
Se modifica el apartado uno del artículo 36 del Decreto 3158/1966, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General que determina la cuantía de las prestaciones económicas del Régimen General de la Seguridad Social y condiciones para el derecho a las mismas, quedando redactado de la siguiente manera:
Uno. La cuantía de la pensión de orfandad a que se refiere el artículo doscientos veinticuatro de la Ley de la Seguridad Social será, para cada huérfano menor de veintiún años, la equivalente al veinte por ciento de la base reguladora del causante, calculada en la forma prevista en el artículo treinta y uno.

En los casos de huérfanos de veintiún o más años e incapacitados para el trabajo, la cuantía de la pensión de orfandad será del 70 % de la base reguladora del causante, calculada de la forma prevista en la pensión de viudedad.
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